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RESUMEN

Este ensayo es una aplicación del modelo de “voto con el pie” desarrollado por Hirschman

en el análisis de la calidad de la educación universitaria en Chile. Se plantea como eje de

la discusión el proyecto de constituir una Comisión Nacional de Acreditación, la cual

tendrá como propósito el “aseguramiento de la calidad” de la educación superior. No

obstante la utilidad del llamado mecanismo de exit en la búsqueda de este propósito, se

plantea que algunas áreas de acción de las universidades están mejor resguardadas me-

diante un mecanismo centralizado.

<EDUCACIÓN SUPERIOR> <UNIVERSIDADES> <ACREDITACIÓN> <CALIDAD> <MODELO

DE ANÁLISIS DE CALIDAD>  <REGULACIÓN>  <POLÍTICA DE CALIDAD>

ABSTRACT

This essay is an application of the “vote with the foot” model developed by Hirschman to

the analysis of the quality of university education in Chile. The baseline of the discussion,

it is argued, is the legal project to set up a National Accrediting Commission, whose purpose

is to guarantee “quality assurance” of  higher education. Notwithstanding the usefulness

of the so-called exit mechanism for achieving this purpose, the paper states that some

action spheres of the universities are better safeguarded by means of a centralized

mechanism.
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I. INTRODUCCIÓN

La diferencia central entre conocer un

problema versus entender lo desde una

perspectiva académica pasa por reconocer

que en el segundo caso existe un marco

analítico que permite ordenar las ideas en

torno a ciertas hipótesis. Todas las discipli-

nas hacen lo propio en esta materia, propor-

cionando así un “modelo” que permite ex-

plicar la realidad. La problemática universi-

taria admite también este acercamiento. En

el entendido de que existe más de un mo-

delo disponible para este fin, elegiremos

aquel que la teoría económica reconoce

como relevante. Así como el bisturí del ciru-

jano permite un corte más fino que la cierra

del carpintero, también en economía la pre-

cisión y pertinencia de los modelos puede

variar según la naturaleza del problema en

cuestión. Si bien el modelo económico sub-

yacente en el análisis de las políticas públi-

cas es el llamado “modelo de competencia

perfecta”, éste constituye solo un referente

general que admite múltiples refinamientos.

Este ensayo plantea que el rasgo central en

torno a la utilidad del mecanismo de com-

petencia, es la aplicabilidad del llamado “voto

con el pie”  como medio de garantizar la ca-

lidad del servicio.

II. MARCO TEÓRICO

El valor incorporado en cualquier análi-

sis de la estructura universitaria chilena, exi-

ge definir un marco teórico que sirva de re-

ferente en el diagnóstico realizado. La op-

ción de este ensayo consiste en aplicar el

concepto de “competencia” y su efecto so-

bre el grado de “accountability” en el tema

que nos ocupa. Un examen de las diferen-

cias y semejanzas con dicho marco, nos

permite evaluar la cercanía del sistema de

educación superior Chileno con lo que pue-

de ser considerado óptimo. Surge sin em-

bargo el problema, comúnmente citado en

la literatura relevante, de las múltiples imper-

fecciones del mercado de la educación su-

perior. Éstas incluyen temas tan diversos

como la falta de transparencia del mercado

en cuestión, la existencia de externalidades

a partir del capital humano acumulado y la

investigación científica realizada, y/o la con-

dición de bien meritorio de la actividad aca-

démica.

Ante la evidente singularidad de la edu-

cación superior, cabe proponer un marco

analítico que, recogiendo la idea de “com-

petencia” como eje central del argumento,

ponga el problema en una perspectiva más

claramente cercana al diseño práctico de las

políticas públicas. Una alternativa simple y

pertinente es el uso del dilema planteado por

Hirschman (1970, 1976) en su conocido mo-

delo del “voto con el pie”. La cuestión cen-

tral en este caso, es el grado de orientación

a la comunidad susceptible de observar en

la provisión de un servicio. Entenderemos

que dicho grado será a su vez el fruto de la

capacidad que esta misma comunidad ten-

ga de penalizar las acciones incorrectas, ex-

pulsando del mercado y/o rectificando la

gestión de quienes no sean productores efi-

cientes. La literatura inglesa ha consagrado
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el término ““accountability” para referirse a

este atributo. Existirían dos caminos alterna-

tivos –y usualmente excluyentes– para pro-

fundizar el grado de accountability. Uno de

ellos es la provisión de mecanismos de con-

trol social sobre el desemp<eño de los pro-

veedores “voice”. En el mercado de bienes

privados, lo anterior supone reconocer un

papel primordial a las asociaciones de con-

sumidores y al papel regulatorio del Estado

sobre la calidad y el funcionamiento de los

oferentes. En la esfera de los servicios pú-

blicos, mayor grado de voice está asociado

a un ejercicio fuerte y profundo por parte de

la Contraloría General de la Republica, a la

existencia de normas que regulen y condi-

cionen la acción de los proveedores y con-

secuentemente, a un menor grado de auto-

nomía de estos últimos frente a sus clien-

tes. Así entendida, la concesión de voice

suele ser propugnada por quienes no con-

fían –o confían poco– en el mercado como

asignador eficiente de los recursos.

Una alternativa en la dirección opuesta

es el uso del “voto con el pie”, o mecanismo

de “exit”. En el marco de esta opción, los

proveedores deben competir por sus clien-

tes, siendo premiados por éstos en la medi-

da que sean ejecutores eficientes de su fun-

ción. El interés de este mecanismo radica en

la confianza de que los mismos usuarios, por

la vía de su propia elección en beneficio de

un proveedor específico, serán capaces de

distinguir un buen servicio de uno malo. Un

aspecto crucial de esta opción, es el grado

de movilidad de los usuarios entre provee-

dores alternativos, o dicho en otros térmi-

nos, la capacidad de desplazamiento de los

individuos entre las opciones disponibles.

Dicho aspecto del problema descansa críti-

camente en los llamados “costos de tran-

sacción”, inherentes al abandono de un pro-

veedor ineficiente en beneficio de uno me-

jor (Williamson, 1976, 1986). Si el contrato

pactado entre el usuario y el productor pue-

de deshacerse y volverse a realizar con otro

productor sin dificultad alguna, el costo de

transacción será igual a cero, pudiendo así

funcionar el mecanismo de exit eficiente-

mente.

En el tema que nos ocupa es relevante

preguntarse tres cosas básicas. La primera

es: ¿en qué lugar del amplio espectro entre

la irrestricta aplicación del mecanismo de

exit versus el uso del mecanismo de voice

se encuentra realmente el modelo universi-

tario Chileno? La segunda es ¿en qué direc-

ción se está moviendo, dada  la propuesta

de introducir un organismo centralizado des-

tinado a certificar la calidad de las institucio-

nes universitarias? La tercera es acerca de

la pertinencia de sendos mecanismos en

este caso.

III. LA REALIDAD CHILENA

Existen en Chile 61 Universidades y 37

Institutos Profesionales (Schwember 2003).

Si bien la realidad local hace difícil y arbitra-

ria la diferenciación entre universidades pú-

blicas y privadas (Velasco 2003, Schwem-

ber, 2003), resulta evidente que una prime-

ra y fundamental segmentación es entre las

25 instituciones que pertenecen al Consejo

de Rectores y el resto de las universidades.

Mientras las primeras tienen acceso al cré-

dito fiscal, a las becas en beneficio de los

estudiantes y al aporte fiscal directo asigna-

do en función de criterios históricos, las se-

gundas basan su f inanciamiento solo en

fuentes privadas (Leiva, 2003). Si bien cabe

reconocer que las universidades privadas

acreditadas pueden también acceder al

aporte fiscal indirecto generado a cuenta de

los estudiantes con mejores puntajes, a los

aportes  de los fondos concursables o pro-

yectos de mejoramiento institucional,  y a las

contribuciones en el marco de la ley de do-

naciones, es evidente que aquellas institu-

ciones ajenas al Consejo de Rectores exhi-

ben una desventaja relativa no claramente

justificable en la perspectiva del interés co-

mún (Sanfuentes, 2003). Por su parte, las
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universidades públicas integradas al Consejo

de Rectores – 3 explícitamente públicas y 13

autónomas derivadas-, están sujetas a las

normas de la Contraloría General de la Re-

pública, hecho que las hace diferentes al

resto del sistema en un aspecto central. La

estructura vigente incluye 36 universidades

consideradas estrictamente “privadas”, de

las cuales hay 25 privadas autónomas, 8 en

proceso de acreditación y 3 sujetas a un ré-

gimen de examinación. Cabe mencionar que

la acreditación –y/o examinación– referida es

en la práctica un sistema de licenciamiento,

que una vez aprobado, permite a las univer-

sidades beneficiarias operar autónomamen-

te.

Se desprende de lo anterior que el sis-

tema chileno exhibe un alto grado de seg-

mentación. Si bien dicho rasgo no es en sí

mismo un problema, cabe reflexionar sobre

la lógica de la estructura descrita, y en par-

ticular si ella pone en riesgo la calidad del

servicio. En el marco institucional vigente, el

único elemento que favorece la competen-

cia –y por lo tanto el uso del “voto con el pie”–

entre establecimientos es el llamado aporte

fiscal indirecto. Dado que éste se entrega a

las universidades que capturan a los 27.500

mejores puntajes, el mecanismo referido

actúa como una sanción a los centros de

peor calidad relativa. Sin embargo, el grado

en que los estudiantes identifican su mejor

opción y discriminan en contra de las alter-

nativas ineficientes, posee una dificultad bá-

sica. Ésta se refiere a la exclusividad en el

acceso a los recursos públicos por parte de

las universidades del Consejo de Rectores,

lo cual atenta claramente contra el uso del

“voto con el pie” en favor de universidades

ajenas a dicho consejo. La actual estructura

consagra implícitamente el carácter de bien

meritorio a la educación superior impartida

por las 25 universidades referidas, favore-

ciendo la demanda de cupos en dichos cen-

tros.

El llamado “Sistema Nacional de Acre-

ditación”, cuya implementación se plantea

en el proyecto de ley correspondiente, cons-

tituye sin duda un reconocimiento implícito

al mecanismo de voice como medio de for-

talecer  la calidad de la  educación superior.

En esencia, la propuesta plantea la creación

de una comisión nacional encargada de tal

función, la cual convocaría la participación de

organismos externos encargados de ejecu-

tar la acreditación. Los referidos organiza-

mos solo estarían llamados a pronunciarse

sobre la acreditación de carreras, quedan-

do en calidad de competencia exclusiva de

la comisión la acreditación de instituciones.

Desde la perspectiva de las instituciones

evaluadas, la propuesta limita severamente

la selección de un nicho que se ajuste al perfil

específico de los alumnos que cada institu-

ción desea servir, toda vez que la ausencia

de acreditación por este medio impide el

acceso a los fondos públicos disponibles

para las universidades que “voluntariamen-

te” han optado por someterse a las condi-

ciones de la comisión. El procedimiento des-

crito centraliza la supervisión de la calidad,

transfiriendo a la comisión en cuestión la

capacidad de interpretar la opinión colecti-

va sobre las materias de su competencia.

Quienes impugnan el proyecto, proponen el

fortalecimiento de la información disponible

para quienes deben elegir una institución de

educación superior, el acceso universal al

crédito fiscal, y la acreditación voluntaria

mediante la elección del organismo acredi-

tador adecuado a los requerimientos parti-

culares de cada caso. En rigor, la consagra-

ción del “voto con el pie” implica también el

uso del voucher por alumno para financiar la

educación superior, el cual podría tener ca-

racterísticas similares al utilizado a nivel es-

colar en Chile.

La cuestión central sigue siendo la mis-

ma y se refiere al camino óptimo para ga-

rantizar el mayor de grado de accountability

en el ámbito de la educación superior. La

respuesta tiene, inevitablemente, dos com-

ponentes. El primero es empírico, y se refie-

re a la evidencia disponible en torno al gra-
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do de efectividad del mecanismo de voice

en beneficio de la calidad en el caso que nos

ocupa. Cabe reconocer, sin embargo, que

el impacto probable de la alternativa elegida

es muy difícil de medir objetivamente y está

contaminada con múltiples situaciones de

excepción. La misma literatura empírica es

abundante en trabajos que intentan cuanti-

ficar la magnitud de las fallas en el mercado

de la educación por la vía de medir las ex-

ternalidades envueltas en la acumulación de

capital humano. Si bien nada concluyente se

puede decir en términos generales (Salas y

Aranda 2003), parece haber cierto consen-

so en torno a la hipótesis de que tales fallas,

y consecuentemente la factibilidad de que

el “voto con el pie” opere eficientemente,

dependen crucialmente del tipo de discipli-

na y/o actividad académica específica a la

cual nos referimos (BID/World Bank 2000).

El segundo aspecto es un problema de “fe”,

y se relaciona con la simpatía o convicción

ideológica de la propuesta. Al respecto no

cabe apreciación objetiva alguna, mas allá

de una presunción anticipada en torno a la

capacidad del mercado de asignar eficien-

temente los recursos.  Un esfuerzo de obje-

tividad en el tema es la evaluación de los

antecedentes que avalan sendos mecanis-

mos – voice y exit-  para reforzar la calidad.

IV. LA “FE” EN EL MECANISMO DE
VOICE

Tras el reforzamiento de un organismo

central destinado a velar por la calidad de la

educación, se encuentra implícito el supues-

to de que los usuarios del sistema no pue-

den evaluar con precisión a través de su pro-

pia información la magnitud de la rentabili-

dad privada de la carrera elegida, así como

tampoco la calidad de cada institución. Si

este es el caso, existe una importante falla

de mercado, la cual se manifiesta en falta de

transparencia, dificultades por parte de la

población para entender su funcionamien-

to, y por la tanto una ineficiente asignación

de los recursos. Un juicio extremo en este

punto consistiría en plantear la hipótesis de

que los individuos no solo son incapaces de

observar la verdadera calidad de cada insti-

tución, sino que además ignoran el tipo de

disciplina y la orientación específica de la in-

vestigación científica que dichas institucio-

nes deberían realizar. La importancia de que

tal información esté disponible es asunto vi-

tal (Muga, Sotomayor 2003), siendo un pro-

blema complejo la cuestión de cómo lograr

tal objetivo.

En beneficio de tener una Comisión

Nacional de Acreditación organizada en los

términos propuestos pueden mencionarse

al menos dos elementos potencialmente

importantes. El primero, es que el uso del

mecanismo de exit –o “voto con el píe”– pue-

de redundar en importantes costos privados

por parte de aquellos individuos que, habien-

do decidido realizar sus estudios en un plan-

tel determinado terminan por descubrir (ex

post) que la rentabilidad de su inversión es

sustancialmente menor a la esperada. Lo

anterior podría ocurrir ya sea porque las ex-

pectativas de empleo para los egresados

resultan ser significativamente peores a las

esperadas, o porque en el curso de su for-

mación, los estudiantes se percatan de  que

la calidad del servicio recibido dista de la in-

formación disponible al momento de la elec-

ción. Si bien puede seguir siendo cierto que

en el promedio los futuros estudiantes ele-

girán lo “correcto”, esto no es necesaria-

mente verdad a nivel de cada persona por

separado. Siendo el costo de una elección

errónea íntegramente internalizado a nivel

individual, parece razonable que el Estado

intente evitar –o a al menos reducir– este

costo por medio de un organismo de acre-

ditación que garantice la calidad de la infor-

mación disponible.

El segundo factor que avala la necesi-

dad de fortalecer el mecanismo de voice se

refiere a la calidad y pertinencia de la inves-

tigación científica realizada por las universi-
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dades, y el grado en que tal actividad con-

tribuye a reforzar la elección correcta de los

estudiantes al momento de postular. Nueva-

mente en este caso cabe reconocer que no

es fácil ni evidente para un postulante a la

universidad interpretar con certeza los lo-

gros y debilidades de cada universidad en

lo que a investigación se refiere. Se puede

anticipar que el mercado es opaco en esta

característica básica. Bajo el supuesto de

que el Estado sí dispone de la información

necesaria, sería pertinente que centralizara

la función de evaluación.

Mas allá de la acreditación, el proble-

ma de cómo asignamos los recursos de be-

cas u otras formas de ayuda fiscal guarda

intima relación con lo antes discutido. Bajo

un escenario de poca transparencia y sub-

óptima información por parte de los estu-

diantes, parece concluirse que tales recur-

sos deban ser centralmente asignados, limi-

tándose su acceso a quienes ingresen a

planteles debidamente acreditados por un

organismo estatal competente.

V. LA “FE” EN EL MECANISMO DE
EXIT

Al proponerse un medio de interven-

ción estatal debe entenderse que ello ten-

drá un costo involucrado. La cuestión enton-

ces es si tal costo se justifica a la luz de los

beneficios sociales esperados. Una apre-

hensión común en tal sentido es que la cen-

tralización de funciones en una entidad es-

tatal encarna el peligro de generar burocra-

cia innecesaria sin que el lo signif ique un

mejoramiento en la calidad del servicio so-

bre el cual se está interviniendo. Es pertinen-

te preguntarse si tal acreditación no es po-

sible hacerla en forma descentralizada, por

la vía de permitir a las carreras e institucio-

nes respectivas que el i jan l ibremente su

fuente de acreditación de acuerdo a su pro-

pio espacio en el mercado de la educación

superior.

Si bien no hay prueba sistemática en

favor del mecanismo de “exit”, existe eviden-

cia de primera instancia en su favor. Si los

alumnos están “mal” informados respecto a

la rentabilidad privada de la educación su-

perior que ellos elijen tener, ¿cómo  se ex-

plica entonces la evidente correlación entre

altos puntajes de ingreso a la universidad y

mayor rentabilidad de las carreras elegidas?

Se argumentará que dicha norma está suje-

ta a múltiples excepciones. Sin embargo, es

pertinente recordar que incluso en las ex-

cepciones debe considerarse que la referi-

da rentabilidad privada incluye también ele-

mentos no pecuniarios que pueden ser ín-

tegramente internalizados por los egresa-

dos, todos los cuales pueden ser muy signi-

ficativos en su medición de rentabilidad. Este

es sin duda el caso de las carreras vincula-

das a las ciencias puras y las artes, en las

que suele primar el beneficio del saber por

encima de las ganancias económicas espe-

radas.

En lo que a investigación científica se

refiere, el uso del mecanismo de exit puede

generar dos importantes beneficios. Por una

parte, la mayor competencia entre universi-

dades tiene en sí mismo un efecto positivo

sobre su desempeño docente y la calidad

del servicio prestado. En segundo lugar,

mayor competencia por fondos, tiende a

profundizar el mercado académico en bene-

ficio de lo que podemos llamar “trabajado-

res de la ciencia”. Éstos son los docentes e

investigadores, sobre los cuáles poco o

nada se habla en el marco de la actual dis-

cusión. Tanto como los alumnos, los profe-

sores e investigadores ven más restringido

su rango de alternativas de empleo cuanto

menor sea esta competencia entre univer-

sidades. La modalidad actual, en la cual unas

pocas universidades elegidas son beneficia-

rias del grueso de la ayuda estatal, produce

en la práctica a una escasa o nula movilidad

de los docentes entre planteles de estudio,

induciendo un comportamiento monopsóni-

co por parte de las universidades del Con-
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sejo de Rectores respecto de los académi-

cos, todo lo cual redunda en forma negativa

sobre la calidad del sistema como conjunto.

VI. VOICE O EXIT

Una reflexión del tipo realizada suele

concluir señalando que el balance óptimo

entre estas dos recetas “depende” de múl-

tiples factores. Creo no estar en posición de

ser una excepción a esta regla general, la

cual es aplicable en casi todos los ámbitos

de la acción del Estado. El punto vuelve a

ser cuáles son los factores mencionados, y

cuánto pesan en el resultado final.

Sin pretender ser exhaustivo en la res-

puesta, un primer factor es sin duda la natu-

raleza de la disciplina de la cual hablamos.

Parece difícil concebir que la futura comisión

de acreditación pueda tener un papel impor-

tante que jugar en mejorar la información en

torno a los programas de MBA disponibles en

el mercado chileno. Sin temor a equivocar-

nos puede plantearse que dicha información

es suficiente, incluso, en las actuales condi-

ciones y que difícilmente se puede mejorar

centralizadamente. En su afán por sobresalir

y generar recursos propios, las instituciones

que entregan este grado seguirán sin duda

avanzando en la dirección de acreditarse “vo-

luntariamente” con organismos competentes

a nivel mundial. En el otro extremo encontra-

remos el caso de carreras de pre grado, en

las cuales razonablemente hay un interés

superior envuelto, a la vez que la información

disponible es pobre y confusa. Este es el caso

de las carreras del área de la salud, en las

cuales el costo del error puede ser cuantio-

so. Entre tales extremos, la discusión es am-

plia y profunda.

En lo que a fondos de investigación se

refiere, si bien la competencia genera bene-

ficios tanto para los estudiantes como para

los trabajadores de las ciencias, ella parece

desmantelar casi por completo la necesidad

de contar con universidades estatales. ¿Por

qué tenerlas si todos los fondos son licita-

dos sin una perspectiva “superior” de bien

común? Dos razones centrales pueden, sin

embargo, refrendar la necesidad de contar

con centros de investigación financiados y

administrados por el Estado. La primera gira

nuevamente en torno al supuesto de que el

Estado cuenta con información no disponi-

ble para los agentes privados. Dicha mejor

información es un problema tanto en lo que

a tópicos relevantes de investigación se re-

fiere, como también en lo relativo a la propia

gestión de la misma. En esta perspectiva, el

papel básico asignado a las universidades

estatales sería de “referente”. El segundo

aspecto se relaciona con dos conceptos

relacionados. Por una parte, la llamada masa

crítica para realizar investigación suele ser

significativa, lo cual amerita la creación de

centros de investigación que agrupen a to-

dos los recursos humanos disponibles, sien-

do esto socialmente superior a la alternati-

va de atomizar la producción de conocimien-

tos mediante la competencia libre de fondos.

El segundo concepto es lo que se ha dado

en llamar “economías de escala”. Si el Esta-

do puede financiar y administrar una –o al-

gunas pocas– grandes universidades, ellas

podrían gozar del beneficio de operar con

menores costos por unidad de producción,

cualquiera sea ésta.
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CONCLUSIONES

El debate sobre la organización óptima

de la educación terciaria en Chile puede en-

marcarse dentro del dilema de Hirchman, el

cual distingue dos formas alternativas y ge-

neralmente excluyentes– de generar accoun-

tability en la prestación del servicio. Por una

parte, quienes sostienen que los usuarios

poseen suficiente información para decidir

autónomamente el tipo de educación que

desean tener, suelen defender la opción del

llamado “voto con el pie” como mecanismo

básico en el aseguramiento de la calidad de

la educación universitaria. Por la otra, el su-

puesto de poca –o insuficiente– información

por parte de los estudiantes al momento de

postular, es conducente a preferir un fuerte

papel del Estado tanto en el ámbito de la re-

gulación como de la administración directa de

las universidades. Más concretamente, la

creación de una comisión de acreditación

que centralice tal proceso tiende a constituir

un paso en la dirección de fortalecer el me-

canismo de “voice” en desmedro del “exit”

en el aseguramiento de la calidad.

El mismo dilema es susceptible de en-

contrar en cuanto a la tarea de investigación

se refiere. En un extremo encontramos la

opción de permitir que todos los fondos de

investigación estén disponibles tanto para

las universidades estatales como para las

privadas, sobre la base de un sistema de

postulación debidamente normado. Dicha

alternativa choca, sin embargo, con la visión

de la universidad estatal como referente, y

con la necesidad de una masa crítica nece-

saria para ejecutar esta función.
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